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vencía, perderán el oficio.-Los notarios 
ante quienes se otorguen escrituras en que 
se constituya hipoteca, deberán comenzar­
las can iusercion de un certificado del en­
cargado del registro, en el que consten los 
gravámenes anteriores 11 ht libertad ele In 
finca.-Los notarios que omitan este reqni­
~ito, incu~rÍl.'án en la pena ele pagar los da­
:'ºª y per¡mc10~ que causaren; y en caso ele 
msolvencm, en la suspens10n ele oficio por 
dos ~ños.~Siempr~ que se advierta que por 
negligencia ele los ¡ueccs ó uotal'ios, ó por 
cualquiera otra causa, no se ha hecho el re­
gistro en el término legal, pocld, hacerse· 
pero la hipoteca no surtir,í efecto sino des'. 
de la fecha del registro. Los que resulten 
res_pQnsables1 queda!' o~ligados al _pago de 
danos y á la mdemmzac10n de per¡uicios. 11 

Por una circular del Ministerio de Justi­
cia se dió cumplimiento á lo que previno el 
artículo 62 de la ley de X otariaclo estable­
ciendo las notarías en los bajos ele! Pala­
cio de Justicia.-( N. de los EE.) 

PUNTO PRil\IERO. 

Forma de las actas ó escritums oto;-gadas 
¡io;- ante notarios. 

SU:lIAl\IO. 

467. Distinciou de Ja~ fio!ernuiclades intrínsecas y es 
trlnsec:u~. 

468. DirIBion. 

467. No es nuestra iutencion recorrer 
aquí en detalle las numerosas formalidades 
prescritas :\ los notarios por la ley de 25 
Ventoso del año XI. Dejarémos aparte las 
prescripciones reglamentarias, cuya inob­
servancia dá lugar á Jienas disciplinarias 
contra el conlmYcutor, para fijarnos en las 
disposiciones sustaucia!es. 

Las solemnidacles que deben encontrar­
se en el acta otorgada por notario, para 
que pueda prnducir todos los efectos de 
quo es susceptible, son ele dos clases: las 
unas son intrínsecas, necesarias para la fé 
del acta 6 escritura, solemnia probanlia,· Iás 
otras son estrínsecas, necesarias solamen­
te pam su ejecucion, solemnia om¡iletoria. 
Compréudcse hieu cuánto importa distin­
guir estas dos clll!¡es de solemnidades: pues 
una cosa es, en efecto, la falta ele fé de una 

acta, y otra cosa la falta de foerza ejecuto­
ria. Así pues, las solemnidades requeridas 
(Código Napoleon, art. 1317) para que la 
acta otorgada 6 autorizada por un notario 
ó por cualquier otro oficial público, haga 
fé cu juicio, son tan solo ele la primera cla­
se, porque hay actas que no están destina­
das íÍ ejecutarse y que no por eso son me­
nos ruiténticas, aunque re,estidas solamen­
te ele formas intrínsecas, por ejemplo, los 
certificados de la vida. 

Por no haber hecho esta distincion fun­
damental han negaclo ciertos autores la 
autenticidad al acta ele conciliacion esten­
dida por el juez ele paz. Es vcrelad que el 
art. 54 del C6cligo ele procedimientos clice 
que las comeuciones ele las partes insertas 
en el acta ó proceso verbal, tienen fuerza 
de obligacion p,-ivada; pero si se, inquiere 
el objeto que se ha propuesto al legislaclo1· 
aüadiendo esta restriccion, se reconocerá 
ffoilmente que no ha querido rehusar al 
acta 6 proceso verbal del juez ele paz la fé 
que se clá lÍ las declaraciones recibidas en 
forma debida poi· un funcionario público, 
sino solamente impedir que no se hiciera 
ejecutiva, lo cual hubiera atacado la pre­
rogatim ele los notarios (1). Así, se admi­
te generalmente en el dia, que esta acta 6 
proceso verbal constituye una verdadera 
prueba auténtica, pero que no es suscepti­
ble de ejecucion forzosa, lo cual es lo que 
se ha querido decir al emplear estas espre­
siones vagas é inexactas:fuerna deobligacio,1 
privada. 

Esta fuerza ejecutoria que eslamos Jw.­
bituados á referir' en cierto modo á la an­
tenticlad, como siendo su corolario obliga­
do, estlÍ lejos de atribuirse en todas partes 
IÍ las actas autorizadas por notario (Frefü 
núm. 474); pues solo. se encuentra en lo~ 
países que han reproducido el sistema de 
la legislaoion francesa, tales como Bélgica, 
la Prusia riniana, el canton de Ginebra el 

. ' 
remo de Grecia. En los países que no cláu 
la misma importancia al notariado (núme-

l. .Si reproducimos e::.ta razones sin que 1)0 entienda. 
do. mngnn modo que lo aprobamos. Léjos cfo nmmtrt':i 
la, 1d~a de que las leyes deben hacerse para los oficie.le~ 
publicoíl, y no los oficiales públicos pnnl las leyes. 
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ro 464), ta.les como la Inglaterra y la ma­
yor P.arte de los países alemanes, las actas 
nota;.ldas no son ejecutivas por sí mismlis. 
Solamente en la Prusia antigua, en Aus­
tria, en Baviem, en Sajonia, en Dinamar­
ca, se dirige 11 los tribunales que hacen eje­
cutorias de una manera mas espedita las 
ponvencioues consignadas por actas p1íbli­
cas. Esto es lo que se llama proceso de 
ejecucion ( exer:utif process.) 

468. Vamos á examinar primeramente 
cuáles son las coucliciones á falta de las 
cuales es nula una acta autorizada por no­
tal'io, al menos como acta notariada; cles­
pues, nos preguntarémos lo que acontece, 
cuando se anule el acta á falta de alguna 
de estas condiciones; y finalmente, hablare­
mos de las formaliclades puramente intrín­
secas. 

Por derecho espaüol, lo convenido por 
las partes en el acto ele couciliacion es una 
transacciou 6 contrato solemne que adquie­
re fuerza ejecutiva por la circunstancia de 
celebrarse ante el juez de paz, sin que se 
dé contra él ,1 recurso ele apclacion que 
tiene lugar contra las providencias de los 
juicios, porque el acto concilia.torio no es 
un juicio, sino el resultado y efecto de la 
voluntad ele las partes consignada solem­
nemente ante la autoridad ele! juez. Mas 
como para que tenga validez cualquier con­
trato es necesario que concnnau en él las 
circunstancias que exige el derecho, pudién­
dose, de lo contra1io, reclamar su nulidad 
en juicio ordinario, era consiguiente per­
mitir, que se pudiese reclamar la nulidad 
de lo convenido en la conciliacion, aunan­
tes de llevarlo á efecto por la vía ejecutiva, 
á la manera que permiten las leyes oponer 
escepcioues análogas en esta vía, cuando se 
procede á ella por los demás títulos que 
traen aparejada ejecucion, para evitar los 
perjuicios é inconvenientes que se segufrán 
á las partes, si despues de la ejecucion se 
anulase. Por eso, pues, se dispone en el 
art. 216 de la ley de Enjuiciamiento civil, 
que contra lo convenido en el acto de con­
ciliacion, solo se admitirá la demanda. de 
nulidad, y que ésta procedení únicamente 
por las causas que dan lugar á la nulidad 
de los contratos. Fi¡era de este caso, desde 
el momento en que convienen las pal'\es en 

1 el acto de conciliaoion sobre el modo ele 
arreglar sus diferencias, debe Ilevn.rse 6 

efecto lo couvemdo, sin que baste para se­
pan1rse de ello, ui para promover un liti­
gio, la indecision ele algun punto incidental 
que pueda resolYerse al ejecutarse lo pac­
tado en el acto conciliatorio: sentencia del 
Tl'ihunal Supremo de Justicia de 30 ele 
Junio de 1854. 

Así, pues, segun se previene en el artí­
culo 218 de la ley de Enjuiciamiento civil, 
lo convenido en el acto de conciliacion se 
Ilevar:i á'.efecto por el juez de paz, si no es­
cedieso de la cantidad prefijada para los 
juicios verbales, esto• iil, de 600 rs. vn. Si 
esce:liere de esta cantidad, por el juez de 
primera instancia de la manera y en la for­
ma prevenidas para la ejecucion ele las sen­
tencias. Y el art. 219 previene, que en los 
casos en que con arreglo al artículo ante­
rior corresponda al juez de paz la ejecucion 
ele lo convenido, éste suspenderá las actua• 
ciones y las remitirá al juez ele primera ins­
tancia, siempre que por un tercero se sus­
cite alguna cuestion de derecho. 

De las providencias que dicte el juez de 
paz en la ejecucion de lo convenido, habrá 
apelacion al juzgado de primera instancia 
sin ulterior recurso, y ele las que dicte éste 
en los negocios de la competencia, ,í la Au­
diencia del territorio: art. 220. 

Respecto á la autoridad y fuerza de las 
actas ó escrituras públicas 11 otorgadas por 
ante Notario, la legislacion les d:i fuerza 
ejecutiva cuando concurren en ellas cier­
tas circunstancias .. Así, segun se previene 
en el art. 941 de la ley ele Enjuiciamiento 
civil, trae aparejada. ejecuciou la escl'itura 
pública, con tal que sea primera copia, ó 
si es segunda, con tal que esté dada en vir­
tud de mandamiento judicial y con citacion 
de la 'persona á quien deba perjudicar, 6 de 
su causante. Presentada, pues, ante los jue­
ces con la corresponelieute demanda, dá lu­
gar al juicio· ejecutivo en que se llega en 
forma sumaria :i la sentencia de remate 
desde donde comienza. la ejecucion de lo 
juzgado. La ley de Enjuiciamiento mercan­
fü dá tambieu fuerza ejecutiva, en su artí­
culo 306 á la escritura pública original 6 de 
primera saca, y á las copias estraidas pos­
tel'iormente del registro, en virtud de de­
creto judicial y con citaciou ele! eleuclor.-
(N, ele C.) . 

Los convenios que las partes celebran en conciliacion 
son títulos ejecutivos conforme á lo. fraccion 6 ~ del ar­
tículo 1006 Uód. de proc. lgua.lmcnto Non títulos ejecu­
tivos: 1? La. primera. copia de una escritura pública es­
pedida por el juei 6 notario anto quien so otorgó: 2? 
Las ulteriores copias dadas por mandato jnclicial con ci­
tacion de la persona A quien interesan ó en su defecto 
del ministerio público. Fracciones 1 ~ y 2 ~ del nrtícu­
lo citaclo.-[N. de los ~E.] 
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9. I. CONDICIONES ESENCIALES 
PARA LA VALIDEZ INTRINSECA DE LAS ACTAS O ESCRITURAS 

OTORGADAS POR ANTE NOTARIOS. 

b'Ul!AllIO. 

4G9. Condiciones esenciales para esta. validez. 
470. Cnsos en que faltnra enteramente la cualidad do 

notario. · 
-471. Ca.'loS en que hubiera sido instituido un incapaz. 
472. Casos en qu6 un notario bubiora. cesado en sus 

funciones. sa 
473. Limites c1ol distrito en que puedo nc~uar e: no­

t•rlo. 
47 4, Personas rospccto de lo.s cual os está. prohibido su 

mírüsterio, 
475. SolomniUades requeridan. 
476. Asistencia. del segundo 1~otario ó de tc!tigos: ley 

-do 21 de Junio de 184:J. 
477. Notarios ci.ue puedeu conctrrrir al acto. 
-4.78. Necesidad de que los testigo~ ;;can ciudadanos 

tro.nceses. 
4.79. Capacidad putativa tle los teiltigol:I. 
480. Necesidad de que sepan firmar. 
481. Domicilio. 
48'2. Parentesco de consanguinidad 6 a6.uidad. 
483. Fecha. 
484. Mencion de las partes 1 de los testigos. 
485. Firmas de }as partes, do los testigos y del no-

tario. 
486. N ecesiJad de conserrar minuta. 
427. Entrerenglona.dos, adiciones y enmiendas. 
48S. Ui,;o de la lengua francesa. 

469. A la cabeza de todas las condiciones 
exigidas para la validez ele! acta ó escritura, 
se encuentra la capacidad legal del oficial 
que la estiende. "El acta ó escritura autén­
'tica, dice el art. 1317 del Cócligo Napoleon, 
es aquella que se otorgó por ante oficiales 
públicos que tienen derecho ele actuar en 
el lugar donde se celebró la acta con las 
solemnidades prevenidas." Es pues preci• 
so para tener aptitud de consignar las co¡i· 
venciones de las partes: 1\ ser notario, 2\ 
actuar en los límites de la demarcacion de• 
terminada por la ley. 

470. La cualidad de notario puecle fal­
tar al que otorga el acta en diversas hipó· 
tesis. 

Apartemos desde luego el caso mas gra• 
ve, pero el mas difícil de suponer en la 
práctica, aquel en que un hombre comple­
tamente estraño al notariado hubiera usur­
pado sus funciones, Entonces el error de 
la» parles, que hubieran tomado por nota-

río, por su simple dicho, á quien no tenia 
aun el carácter oficial aparente, s~a tan 
cmso, que no merecería indulgencia al­

gnna. 
Lo menos estro.ordinario y que se ha 

presentado, en efecto, en la práctica, es que 
las partes concedan su confianza á un ofi­
cial que no hubiera sido debidamente ins• 
tituido. Por eso, antes de la organizacion 
debida del notariado en Argel, se instituyó 
en Bona un notario por un superintenden• 
to militar, que no le habia sujetado ni aun 
á la prestacion de juramento. U na sen ten• 
cia del tribunal superior de Argel que de­
claró válidas las actas de este oficial, fu6 
anulada el 9 de Mayo de 1842: "Conside­
" rando, que si la necesidad de prevenir los 
"desórdenes en los primeros momentos de 
"la ocupacion de un país conquistado, pue· 
"de autorizar á los agentes militares á to• 
"mar las medidas de policla. y ele seguridad 
"que la gravedad y la urgencia de las cir• 
"cunstancias pueden hace1· indispensables, 
"su autoridad no pnede estenderse hasta 
"crear sin delegacion, oficiales públicos, 
"cuyo cal'llcter propio es revestir de auten• 
"ticidad las convenciones de las partes, y 
"dar á las actas que otorgan la fuerza ne­
" cesa ria para traer a parejo.da ejecucion (1); 
"que por otra parte, ningun acontecimien­
" to por extraordinario que pueda ser, po­
" dria autorizar ti un notario á ejercer sus 
"funciones, sin haber prestado el juramen­
" to prescrito por la ley." Es de creer que 
si hubiera habido prestacion de juramento, 
hubiera sido menos severo el tribunal de 

casaoron. 
471. Lo que acontecerá con mas frecuen• 

cia será, que so nombre en forma debida, 
pel'O á una persona incapaz, privada por 
ejemplo ele la cualidad de francés. Asi es 
como en Roma consiguió uu esclavo hacer• 
se nombrar pretor, lo cual dió lugar á esta 
decision ele Ulpiano, citada con tanta fre• 
cuencia (l. 3 D. de off prret,)1 "Barbarius 
"Philippus, quum servus fugitivus esset, 
"Romre prwturam petiit, et prretor desig-

1. Véim, pues, que el tribunal de casacion unió las dos 
ideas de autonticidacl y de fuerza f:\jecntiv& (número 
4i7). 

• 
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"nalns est; sed nihil eiservitulemobstilisHe, 
"ait Pomponius, quasi prootor non fncrit. 
"Atquin ,erum ost, prootura euro fnuctum, 
"et lamen videamus si servus, qunmtliu la­
,, tuit, dignitate prootoria functus sil, quicl 
"dicemus? quoo eclixit, qure clecrevit-, nullius 
"!ore momenti? Au fo1·e, propter utilitatem 
'.' eornm, qui apud eum egerunt ve! lege, ve! 
"qno alio jure? Et vernm puto; nihireorum 
"reprobari, Hoc en;m humanius est, qnum 
'' etiam potuit populus romanus servo ,le­
" cernere hanc potesta\em, sed et si sois­
" set serYum esse, liberum effecisset; quod 
"jus multo magi:s in imperatore observan­

" dum est,11 

¿Es precíso admitir esta clecision, recibi­
do. generalmente en nuestra antigua juris­
prndenoia, .6 decir, al contrario, que esta­
mos eu el caso de la incapacidad pre,-ista 
por el art. 1318, y que el acta 6 escritura 
puede ,, Jo mas yaJer como escritura priva• 
cla? No puede negarse que la misma nece­
sidad práctica que cli~lú en Roma la ley 
Barba1'ius Pht1ippus, no exista aun en el 

prestar fé al titulo que aparece. Hashi aquí, 
debe clecÍl'se con Tácito (Anal. lib. YI, 88): 
"Non e.st nosttmn restimatc quem sv1J;"ct C<Y!le· 
ros, et quibus de causis •ex/ollas. 'l'ibi sum· 
mum ,·enmi judicium Die cltdc,·e; nobis obsc­
_qiii glorio relicta e.st." Asi es como los pu• 
blicistas enseñan que los actos y sentencias 
pasadas bajo el imperio de la autoriclail 
mas!egítima, deben sostenerse: y nosotros 
creemos, siempre en Yirtud tle la misma 
teoría, que no incumbe ú los tribunales ne• 
garse t\ ejecutar una ley (1), bajo pretesto 
de su inconstitucionaliclacl (cas, 11 de ,jfo. 
yo de 1833): de otra suerte, el poder jucli­
cial absorbería todos los clemás (2). 

472. La incapaci,hd n que alude el ar• 
ticulo 1348, única qu,fpuede viciar el acta, 
es aquella de que han poclido. ser informa­
das las partes, la cual resulta, no ele un 
vicio latente, sino ele una cleclaracion ofi-

l. ;-,uponcmos wm ley _votada eu forum re~u1M 1mr 
los poderos competeutm,. Li\ cuostion C's mucho ma~ de­
licada, cuando ba habido usurpacion del poder Iegi:slati 
vo, y se ha insertaclo el acto iITogulnr en el Bolctin 1h 
las leyea, sin reclamn-0ion, como ha ac-0utecido rc1:,pccto 
de un gran número de decretos imperiales. Aun en e:1b.~ 
hip6tcsis

1 
el tribunal de c-nsncion no ha podido n.dmitir, 

que el aot-0 inconstitucional fuese nulo ipso facto, -y no 
ha rechazado su autoridad. coo.ndo 1,e trataba <le aplicar 
la pono. de muerte [V. el Senado cou;mlto de 3 de .Ahril 
dc 1814]

1 
sino fundándo:le en la incmnpatibifü1ad del de­

creto de 10 de Ma.yo do 1812, con lm, ¡1rincipios con¡.:.;:­
grndos por la carta [cas. 2L do Mllyo de l8·ti]. 

• clia. Los que tratan con un oficial público, 
no pueden hacer una informacion sobre su 
edad, sobre sus antecedentes etc.; sino que 
deben referirse á la autoridacl que le ha 
dado la inYesticlura de sus funciones. A ate­
uerse tan solo al Código Napoleon, podría 
,msci!arse alguna duda, puesto que el arti­
culo 1318, que no concede mas que efecto 
Ntroaotivo á la acta, habla ele la incapaci-. 
d(t(l en geuetal. Pero si nos referimos :í la 
ley de 25 Ventoso, año XI, que es la que 
trata de la materia y la cual es poco verc­
~ímil que se haya querido derogar, vemos 
en ella, que el art. 68 que enumera espre• 
&amente las disposiciones cuya inobservan­
cia ocasiona nulidad, no _atienc1e ni al artí­
culo 35, relativo lÍ las condiciones ele capa· 
cidacl que se requieren, ni al art. 7, relativo 
,í la ineompátibilidacl ele las funciones de 
notario con ciertas otras funciones. A la 
administracion es :.\ la que conviene diri­
girse entonces, {I fin ele obtener que retire 
la comision (l. ele Yent. arts. 45 y 46) en• 

• lregada al desprecio de la ley; pero mien­
tras esta comision no se retire, se clebe 

2. Admítcsc no obstante, en loi\ E:.tudos Unit1o:-: que 
el 11oder judicial puede ne~me 6. aplicar una ley que 
juzga. ser inconstitucional. M. de Tocq11eville (De la Dr.­
mocracia en América, tom.11 cap. VI), 1~splicn ostantri­
buéion tan importantr1 de la magistr:i.tnm americana, por 
esta consideracion, que estando admitiUa en Atpéric:.a l!\. 
re,ision de las Constituoionof:1 isi hay l'onflicto entro la 
Com;titucion y fa ley, e:; siem¡)rc poF.-iblc n'ri;;i1r la Uon~­
titucion. Pero no -remos que en Fmncia, bajo lM ilivcr­
flllS Constituciones- q uc han autorilrn.do h rc,·ision c1Pl 
pacto fundamental (Gonst. de 1791. 11e 179:~, del mio ll 
de 1848 y de 1852) ~e lllLya. pri:mlitiJo á lo~ tribunales 
doterminar sobre lá comtitnciom11idad de lM lcye.a;. Ea 
-pues preciso espliear la l~gislacion :uneric:ana p()r un~?· 
tivo mas grave, la necesidad de templar, con el aux1ho 
de cstl\ intervencion de la1nngi:;-.t1".l.tura1 la. omnipotencia 
de la domocrucio., Mí como en otro tiempo1 entro no~~ 
otros la negativa de regi:;trar lns ol'denan:tafi por parte do 
los d~po.rtamcnto~. orl\ nn medio irrc!(nlar, 11ero á \Ccr:-i 
eficaz do tem11lar ln omnipoteneia de la monarquía[''. 
sobro este punto el interesanto e~pít~lu lfo lo:- ccrmcnta• 
rios de 1L Story, sobre la Constituc10n de lo~ E:=-tados 
Uuido:3 lib. 3. cap. 4]: Tf/10 isfinaljudge or t/lfrrprtler 
üi Constitutionel controrersiesl Además, la Cofütituciou 
Mtual á imitacion de la del nüo WI eonña. al Bcnfülo 
la misÍon de oponorse ll ln _promul!rarion tle !a~ le.ros q11e 
frtcrancontrarias 6 que a.tentasen ríl1, Co11~lillt~Üm [Const. 
de 1B52. nrt. 26]. Pe.ro no Imr c·ucrpo er;pec·111.l rncarg,1.­
do, como en otro tiempo el Trihnnaclo1 do proYocar ~l 
ejercicio de e:,;t~ derecho; F-olo imeden hacerlo los 11artt• 
1•ul11rc.-; por ,lo. de pe_ti~ion f ibi;l. art. 45 J: li;;tn fotu.ltad 
uo obstantf ha ndg_mn5lo mas unp~1tan<:ia1 dei::~~ que el 
<lecrcto de 2-1 do :No"t1embre de 1860, ha pcnml!dn pn· 
bli('al' el estracto de la~ Msloncs del Seuadn. 
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cial de la autoridad. Eu efecto, el art. 52 
de la ley sobre el notariado, al oual se re­
fiere esta vez espre~mente el art. 68 rela­
tivo ti las nulidades, se halla concebido en 
estos términos: "Todo notario suspendido, 
"destituido ó sustituido, deberá inmediata­
"mente despnes de la notificacion que se 
"le haya hecho de su imspension, de su des­
" titncion ó de su suslitucion, cesar en el 
"ejercicio de su estado." Es de advertir 
que este artículo, de acuerdo con lo. teó1•ía 
que acabamos de esponer, admite que hnsta 
la notificacion de la decision tomada por 
la n.utoridad superior, continúe el ejercicio 
de las funciones; por lo tanto, todo lo que 
se ha hecho anteriormente tÍ esta notifica­
cion, permanece siendo válido. Así se ha 
decidido (sent. deueg. de 25 de Noviembre 

. de 1813) respecto de una citacion hecha 
por un. alguacil, cuya interdiccion se habia 
pronunciado, sin estar aun notificada. Pero 
una vez habiendo tenido lugar esta notifi­
cacion, ei oficial pierde todo su carácter; por­
que hay falta, sobre todo en un país donde 
las decisiones de la autol'idad se hacen pú­
blicas por la vía ele la prensa, en ignorar 
la destituciou ó ln suspensiou debidamente 
uotificacla. 

bajo pena de nulidad, y no tenia p01· san­
cion más que uno. multa (1). (V. la ley ele 
16 ele Octubre ele 1791, tít. 1, sec. I, art. 5, 
seut. deueg, de 5 de Ab1il ele 1836). Las 
leyes modernas han Y1rnlto rigurosamente 
al principio que quiero quo un funcionario, 
fuera del territorio que le está asignado, no 
sea. mas que un simple particular, y en su 
consecuencia, ha debiclo pronunciarse la 
nulidad de las actas otorgadas fuera d~ este 
teriitol'io (ley ele Yeut., arls. 6 y 68). Por 
esto se exige la menoion del lugar donde se 
otorgó el acta 6 escritura (ibid., art. 12), 
mencion que serú útil, pero no sustancial, 
en las actas ó escrituras pl'imda_s, que pue­
den estenderse en teclas parles, Exigiendo 
esta. meucion, obliga la ley al notario que 
autorizare instrumentos fuera ele su terri­
torio, 6 bien á hacer una acta evidentemen­
te nula si se abstiene de insertar en ella. la 
enunciacion falsa, 6 bien en el caso contra­
l'io, tí cometer una falsedad, disimulando la 
nulidad, y á esponei:se ele esta suerte á las 
penas mas graves (2). 

4 7 4. En el territorio mismo correspon, 
cliente ,I Jos not;Jirios, no pueden ejercer su 
ministerio respecio de toda clase de perso­
nas. Les está probf~,ido (ibid., art. 8) auto­
rizar escrituras en las ,oue sean po.rtes sus 
parientes consanguíneo~ .; afines en línea 
recta, en todo grado, y en la .colateral has­
ta el grado de tia 6 ele sobrino _;nclusiYe; 
a.dem,ls no pueden auto1ii:ar actas ó ·_oscri­
turas en que tengan interés elios mismc,_''· 
Esto es lo que ha querido espresar el final 
del art. 8, que añado: ó que co11tui:ieran a7,.. 
gunas disposiciones en su favor; espresiones, 
que gramaticalmente podrían referirse á los, 
parientes ele los notarios, igualmente que 

l. Pothfor_ a_{.f:stigna [Oblig. mlm. 792]. que los regln­
ment?s proh1bitrro~ respecto de esto, no erll.ll con!lidcra­
do,i sino como lcges bttrsa.les. 

473._ La seg1111cla condicion que se exige 
al oficial para que se confiera. autenticidad 
á la. acta, conclicion consagra.da por un edic. 
to de Noviembre de 1542, es que actúe 6 
autorice instrumentos en los límites de su 
territorio. Esta regla se observaba en el 
si~!~ XYI, como lo es en el dia. Se pres­
cnb1t1 entonces estrictamente segun Jo que 
nos refiere Boiceau ( Prueba por testigo8, li­
bro II, cap. IY); que el notario no autori­
zase instrumentos fuera ele su territorio 
eu,~ tabelliones, extra ten·itorium, omnino in·i~ 
vati censeantur, sicut et Judices. Pero en el 
último estado del derecho antiguo, indepen­
dientemente de la_ prerogativa de que goza­
ban ciertos notarios, especialmente los ele 
los antiguos tribunales ( Olzatelets) ele París, 
Orleans y Montpelle_r, que podían autori­
zar instrumentos en todo el reino, la regla 
cl_e q~e cada notario clebia. ejercer en su ter­
ntono, no se consideraba como prescrita 

2. Ef;to mi~mo ha deciUido el tribunnl do cru.arion mu. 
chas \"ece~, csperialmente el 16 ele .Novicmbro ·de 183:l. 
-M. M. Oirnvcan y Jlc~ie íTMr(a del C6digo pwal, to­
mo II, cap. 22, ~ t J, quwren para que, ha'\'"a. falsedad en 
etite en.so, confnnno á lll.Ul. sentencia. del niismo tribunal 
de ~ U~ :Marz~ do 18-25, que hubiera habidó intencion de 
pcr¡ndicar al interés de laa partefl. Esta. tloctrina nm:1 pa• 
1'Cce mu.y Jaxn. Debe responder8e con la sentencia do 
1832,_ "que teniendo esta falsa cn'anciacion por objeto 
cnganar ,Y eludir 1n. prerision y la r-o!untad del lcgisla.­
dor, y siendo por otra parte perjudicial á. otro [puesto • 
que el acta es nnlaJ, llen conMigo, por esto solo. la in• 
tenC'io:o criroinnl clel crimen de falsed&d:' 

• 

• 
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á los notarios mismos, pero en buena inter­
pretaoion, no pueden aplicarse mas que á 
estos últimos, puesto que ele otra suerte, 
no contenclrian mas que una redundancia 
inútil. Na.da mas justo, por otra parte, que 
prohibir al notario la facultad de do.r testi­
monio en su propio interés. Así se ha juz­
.gado por el~ sentencias de casacion, fecha. 
15 de Junio de 1853. (V. tambien la. sent. 

• cleneg. de 16 de Noviembre de 1~36). Sin 
embargo, hemos visto (núm. 453) que se 
quiso indebidamente y á consecuenci3 ele 
una Yerdaclera confusiou ele lenguaje, apli­
car el a.rt. 175 inll Código penal á un nota­
do que babia tomado interés en el crédito 
consignado por una acta que ha.bia reci­
bido ú otorgado él mismo. Hay en esto 
una nulidad y una infraccion clisciplinal, 
pero de ningun modo un delito caracteri­
zado, delito que no podría existir sino cuan­
do el notario hubiera tenido á su cargo el 
crédito mismo, en el oua.l tomó in torés y no 
el acta destina.da. á consignarlo. • 

47 5. Suponiendo que el oficial sea capaz 
y competente, es necesario tambien que se 
otorgue el acta con las solemnidades reque­
ridas (Cód. Nñ:p., a.rt. 1317). Estas solem­
nidades se refieren, ya tÍ la cualidad ele las 
personas que la otorgan, yo. á las reglas 
que deben seguirse en su otorgamiento. 

476. "Las actas, dice el a.rl-. 9~ de la ley 
"de Ventoso, se recibirán por dos nota1ios 
"ó por un notario asistido ele dos testigos, 
"ciudadanos franceses, que sepan firmar y 
"domiciliados en el distrito del comun en 
"que se estienda el acto.." Esta. disposicion, 
cuyo principio se remonta á una ordenan­
za de Jrelipe el Hermoso ele 1304, es nece­
saria para· dar á las partes garantías con­
tra la prevaricacion ele los. oficiales públi­
cos. El acuerdo cw dos notarios para falsi­
ficar los contratos ele las partes es infinita­
mente menos probable que la malversacion 
de uno solo, La presencia de los testigos 
que se han llamado instr1rn1entales por ra­
zon .de su concurrencia al acta ( instrumen­
,!11m)., _ se justifica por el mismo motivo. 

Pero es muchas veces difícil, en la prác­
iica, obt.ener la asistencia. ele clos notarios; 

así la prescripcion de la ordenanza de 1304, 
bien que renovada en 1437, ha.bia caído en 
desuso en el derecho antiguo, escepto, res­
pecto de ciertos actos de alta importancia, 
tales como los testamentos. El artículo 14 
de los estatutos y reglamentos del colegio 
de los notarios de Chatelet de París, homo­
logados por una sentencia del Parlamento 
de 13 de Mayo de 1681, decia, que los no­
tarios estarían obligados á firmar uno por 
otro las actas y contratos que no fueran 
contrarios ~ las ordenanzas y buenas cos­
tumbres, para que fuesen requericlos, sin 
poder negarse á ello, y esta jurisprudencia 
se habia coUYertido en ley por los edictos 
ele 1691 y ;J.706. Despues de haberse pro­
mulgado la ley de Ventoso, no se han con, 
servado en la práctica los mismos hábitos, 
en cuanto al notario séguudo, y repugnan. 
do nuestras costumbres á yeces, confiar tí 
testigos el secreto de nuestros asuntos, se 

a introduciclo igualmente el uso ele hacer 
firmar el acta despnes tí los tesligvs insti:u­
mentales. Esto era, persistimos en creerlo, 
una violacion manifiesta de la ley; violacion 
tolerada. por largo tiempo por la jurispru• 
dencia, que se fundaba en un singular mo­
tivo, la preteudicla abrogacion por desuso 
de la clisposicion ele la ley ele V enteso; pero 
al fin fué condenada por sentencia de ca.sa­
cian de 25 de Enero ele 1841. Esta senten­
cia seguida ele otra decision conforme (16 
ele Noviembre de 1841), puso al legislador 
en la necesidacl do custodiar los intereses 
comprometidos por este cambio de juris­
prnelencia, y de resolver para lo !utnro: tal 
ha sido el objeto ele la ley ele 2l ele Junio 
de 184.3. 

En cuanto al primer punto, es verdad que 
ciertos autores han disputado al legislador 
la. fa«ultad de hacer verclacleras leyes inter­
pretativas, que rijan para lo pasado (1). 

l. Xo hnbria inTa:-;inu sohro el poder judi('ial, sino en 
cnauto intenfoiem el J)()(let legislativo en las cnu~as pa.r­
ticularm~ 1mm interpretar la ley LY. e~pecialmcnte el ~e• 
crcto de 19 LluviO~'.o, aüo II, por el cual lo. Couvenc1on 
anuló, ll pcticiou do la:- p~rtes, una sente~cia del trillu· 
nal do cn:sacion, en materia. clo competencia]. En cunn· 
toó. In. facultad de interpretar Jt1, lcy tle un moclo geno• 
rnl, aun re~pecto de lo pasado, uopo~riapCrtc~ecerm3:5 
que al poder le~islntivo; y las neces1dadcs socia.les ext• 
gen {l. rccct1, como ha ncout~ido en 1643! respecto de las 
nctll.s autorizadas por notnnos1 que se ba¡a uso de esta. 
racnltad. 
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Pero esta teoría, cou tmria por otra parte, 
t\ la de los autoros mas exactos, no poclia 
prevalecer contra el deseo legítimo ele ase­
gurar la estabilidad ele los contratos y la 
paz de las familias, prohibiendo "anular las 
"actas otorgadas por notario despucs de 
"la promulgacion ele la ley ele 25 Ventoso 
"año XI, por la razon de que el notal'io 
"segundo, 6 los dos testigos instrumentales 
"no habian ostado presentes á la recepcion 
"de dichas actas.'' Esto es lo que ha hecho 
el" art. l! de la nueva ley, contra el cual no 
podrian suscitarse objeciones formo.les. 

"actas, comprueba sí se hau obscnado las 
"formalidades esteriores, si esh\ en clebitla 
"forma el pl'otocolo, si las notas, llamadas 
"y emmciaciones de l,ts p:,htbras nulas es­
" hin exacto.mente rubricadas, si el o.eta no 
"contiene blancos ni cutreren¡¡lonaclos ele 
"que pueda abusarse. La necesidad de imi­
" tar la firma ele! notario ó cl\los testigos 
"baria la falsedad mas difícil, si intontam 
"cometerla alguno, 6 indicarilt mas pronto 
"las huellas 'lle! crímen. Finalmente, es un 
"obstáculo á las supresiones ó intercaJncio­
"nes que se quisiera hacel' parn lo sucesi­
" vo, en detrimento de las parles y del fisco. 
"No se ha querido quita!' sin motivo estas 
"garantías, por débiles que pudieran pa­
" recer.'' 

Respecto del porvenir, aunque el legis­
lador pretenda no hacer mas que esplicar 
la ley ele Y en' oso (ley ele 1843; art. 3º), la 
ha modificado realmente, puesto que ha 
dado la razon !\ la prtlctica, dispensando Sin embargo, la ley de 1843 mantiene 
generalmente á las partes de la asistencia (~rt. 4") las reglas especiales ele! Código 
del segundo notario y ele los testigos (ibid., Napoleon sobre la. ~arma de los testame~­
arts. 1? y 3°). Mas tanto durante la clisen- tos (l). ~demás, e:ug~ (al't. 2) la ~resencia 
cion de la ley ele 1843, como despnes df del nolano se~ndo,-Q ele ~os tcsb.gos para 
esta época, se ha acusado al poder legisla- las acta~ notanadas. mas 1mpo~tnntes, las 
tivo ele haber carecido de enorgia, y de no q~e contienen douac10u entro v1 ros, dona­
haber sabido ser consecnente en uu siste- cwn entre cónyuges durante el matrimo­

nio (2), revocacion de donaci~ ú de testa­
mento, reconocimiento de hijos naturales y 
los poderes para consentir estos diversos 
actos. Esta presencia debe mencionarse ba­
jo pena de nulidad (art. 2, cit.). Pero, aun 
respecto de estos actos colocados ele esta 
suerte en una categoría especial, no exige 
la nueva ley que se asista ,i ellos, bien sea 
á las proposiciones preliminares, bien ,í la 
redaccion de la minuta. "La presencia del 
notario segundo, ó ele los dos testigos," 
dice el art. 2, "no se requiere siuo cu el 
momento de leerse las aotas por el noh1rio 
y de firmarse por las partes" (3). -Vése, 

ma vicioso. Estas censuras no nos parecen 
funclada1. Desde luego, no babia motivos 
suficientes para enseñarse contra las difi­
cultades prácticas que ofrecía la presencia 
real del segundo notario y ele los testigos, 
puesto que estaba averiguado que los abu­
sos del notariado no se referían en manera 
alguna ~ la falta de esta presencia real. 
Pero, se dice, entonces seria mas sencillo 
y mas lógico hacer otorgar las actas por 
el notario solo. Esta idea ha sido rechaza-
da coh conocimiento de causa por el legis­
lador. "Se ha consideraclo por una parte," 
dice M. Felipe Dupiu, en su informe IÍ la 
Cámara de diputados ( Monitor del 9 ele 
Marzo ele 1843), "que la formalidad ae la 
"firma, despues ele! acto, -ele! segundo no­
" tario 6 de los testigos, no tenia inconve­
" niente para las partes, y era fácil de cum­
" plir para los notarios. Por otra parte, y 
"aunque esto no sea una garantía podero­
" sa, este uso tiene, no obstante, algunas 

"ventajas. Así, el notario segundo sin pe­
'.' netrar directamente en los secretos de las 

L. En los testam'?-1:tos la m11.s ligera aus&ncia de. un 
testigo bC1Sta para T1c1ar el acto lJlurdcofl. 8 U.o :mwo clu 
18il0 1 ' 

2. _.~e babia propuesto aplicar la misma regla ti, !ali 
donaciones hechas por contra.to de matrimonio y á Jo¡,¡ 
C?ntratos de matrimonio en general. Pero ~o lrn rccono­
c1do que habi& una garnntía suficiente en hL a~istoncia 
de las dos familias á estas estipulacioue:- iji1lcmne$, á 
c~·.yos pormenores, no juzgamos qua ,.;ca i:;iompre com'c­
wentc rne.mlnr terceras :per8onas. 

3. Habiendo añadido la ley de 1843: ;,han'tse mcnc:ion 
de ella ?ajo pena. de nulidad'' se ha proguntado, !l-i e~ lt1 
presencia del segundo notado yde los ro~tigos ti.bien la 
lectura. de ls acta, como lo decide el Código (a.rt. 072j. 
respecto de los testamentos, lo que debe mencionarse. 
So hay dnda,qne es mas prudente mencions.r siempro 

BONNIBR.-'l'RATADO DE PRUEBAS. 29 

pues, qne el espíritu ele la ley es siempre 
garantizar, e.n cuanto es posible, el secreto 
de las conyenciones, que es e8@eialmeute 
propio tÍ nuestras costumbres. 

477; Una clisposieion que se ha obserni­
,lo siempre eon rigor, es la del art. 8 de la 
ley de Ventoso, renovacion ele! reglamento 
ele 1550, quo prohibe á los notari_os, pa­
rientes consanguíneos ó afines, hasta lo in­
finito en línea ' recta y hasta · el tercer grn­
clo en línea colateral, concmrir (t! mismo 
neto; pél'o ninguna decision moclcrua re­
produc& la prohibicion hecha tÍ los notarios 
por el Parlamento ele París, el 10 ele Fcbre­
l'O de lül5, de 1·eunirse en número ele mas 
tle dos para otorgar sus actas por temor 
ele comprometer el secreto de las partes. 
Este abuso, por lo clemás, si es que hay 
:ibuso en esto, es poco ele temel', no estan­
do dispuestos los oficiales público.s IÍ asis­
tir á qpernciones de que no podrian sacar 
niugun emolumento. El tribunal de Reims 
ha cleclaraclo igualmente ,,llitla, el 7 de Fe­
brero de 1855, una actti ele donacion otor­
gada como un testamento. (Cócl. Nap., ar­
tículo 971), en presencia de dos notarios y 
do dos testigos .. 

478. En cuanto lÍ !ns condiciones de ca­
pacidticl que deben reunir los testigos, el ar­
tículo 9 exige clescle lt;cgo, que sean ciuda­
d~nos JranceRes. Para sostener que estas 
palabras, segun lo ha juzgacló una senten­
cia denegatoria de 10 ele J1mio de 182,i, no 
deben tomarse á la letra, se invoca, ya la 
naturaleza ele las funciones ele testigo que 
nacla tiene ele política, ya el vocabulario 
acostumbrado en tiempo de la prim~r:i. re­
pública francesa, que propendía IÍ genera­
lizar el sentido de la palabra cii«lctdano (1). 
(Sabido es, que las mujeres mismas se Ha­
/a lectura d-e la presente acta por el notario en pruf.1lCÍa 
del seg1mdo ·notario y de los testigos, segun el fu1111ulario 
prci'crito por una circular del colegio de los :X-otarioli do 
París con focha do 24 de Junio de 1843, Pero creemos 
con UM sentencirL del Tribunal de Dijou, del 30 de Ju. 
nio de l!:X)7, que el pronombre ella de que me. la ley de 
1;;i.t3, M refiere gramaticalmente á. la presencia c,:igida 
.r no ú. la lectura del acta1 y que en sn coni>ecuencia, no 
1'~ permitido impfü mm nulidaU que no pronuncia el tex­
to [f. en sentido contrario M. ])cmoly, Rer:ista crítica, 
iom. Xl V, pág. 4:J4 J. 

l. WllRltltcse sobre la bi,,t('lria do la palabra cfo.dadri-
110 al distinguido publicista. cuya pél'c1ida prematurn de­
plora la ciencia,, :M. Lnferricre, Curso del drrrrho p(iblico 
y ndministrnlirn. lih. l. r:ip. J. ~N·C'- lí 

maban ciudadanas). Pero no h:iy nada es­
traorclinario en considerar como una espe­
cie ele mision pública el ministerio ele! que 
es llamado 6 comprobar la gestion de un 
oficial público, con la facultad ele atraer 
sobre su cabeza la pena contra la falseclacl, 
en caGo ele prevaricacion. 

.A.cloptacla por nn!I. sentencia ele Rouen 
ele! 13 ele l\Iayo de 1839, esta doctrina, se 
halla por otta parte en armonía con la que 
hemos aclmiticlo rnspecto ele! juicio pericial 
(núm. 11±). Los arts. 34 y 42 del Código 
penal, colocan, en efecto, en la misma línea 
la incapacidad de ser perito y la de ser em• 
pleaclo como testigo en las oscrittiras. En 
cu;nto al sentido mismo ele 1~ palabra ci1,­
dadano, no deben trasportarse las clenomi• 
naciones y las ideas que tenían curso en 
tiem)!ll ele la Convenciou, lÍ la época ele! 
Consulado, bajo el cual las ideas republi­
canas se hallaban singularmente eclipsadas. 
¿No es, pal' otra parte, el ar!. 7 del Código 
civil promulgado el 27 Ventoso, año XI, es 
clecir, casi al mismo tiempo que la ley so­
bre el notariado, quien ha declarado el ejer­
cicio ele los derechos civiles independien­
tes de la cualidad clo ciudadanos? .A.sí, pues, 
el art. 980 ele! mismo Código no ha exigido 
con conocimiento ele causa !\ los testigos 
de los testamentos mas que la cualidad de 
re1JUblícolas, reemplazada en las redacciones 
posteriores por las ele súbditos del empem­
doi·, y cle.spues, del rey. Btproyecto del 06-
digo (título ele las donaciones y testamen• 
tos, art. 73), exigia el ejercicio de los der,!­
chos políticos, lo cual se suprimió por el Con­
sejo ele Estado. El informe de M. Jaubert 
en el Tribunado sobre el título ele las do­
naciones, hace resalt¡tr el derecho eomnn 
y la escepcion en esla materia. "Algunas 
observaciones sobre los testigos testamet• 
tarios," dice el orador: "basta que gocen 
ele los clerechos cinles, mientras qne para 
las actas 6 escritura's públicas orclinarias, 
en que IÍ la vel'Clncl no se necesitan mas que 
dos testigos, es indispensable que gocen ele 
los derechos políticos." Si nuestra antign& 
lcgislacion no exigía en todos los casos mas 
qne la cnnliclacl dr ,·rgnícola, es porque no 

[¡ 
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habia entonces lugar á ocuparse ele los de­
rechos políticos, puesto que no se coUYo­
caban los estaelos generales sino una vez 
por siglo. 

Por lo clemfa, consiclcmmoa como ciu­
claclauo francés á todo el que ha cumplido 
veintiuu años y que no este incapacitado. 
Tal es uuestm opinion bajo el imperio de 
la carta de 1830, y hay menos duda sobre 
este particular, hoy que la condicion que 
exige la constitucion ele! año YII (art. 2) 
de inscribirse en los registros cívicos, en el 
plazo de un año, contaelo desdo la mayo­
ría, se ha abolido formalmente por la Cons­
titucion de 1848, que ha confel'iclo el dere­
cho electoral á todos los franceses de edad 
ele -reintiun años y que gozaran de sus de­
rechos civiles y políticos; principio consa­
grado de nnevo por el decreto'cle 2 cli Fe­
brero de 1852, que rige en el dia la materia 
(art.'12). En su consecuencia, han clesapa­
reciclo las restricciones anteriores en cuan­
to al ejercicio ele los elerechos de ciucladarro, 
especialmente las que resultaban clo los ar­
tículos 4 y 5 de la Constitucion ele! año 
VII (1). La cualidad ile ciudadano francés 
pertenece, pues, en el clfa tí todos aquellos 
que no han perdido de un modo general 
su capacidad política, ,í consecuencia, bien 
ele una condenacion á pena que lle-re con­
sigo la degradacion civil, bieh á una inter­
diccion judicial. En cuanto á las condicio­
nes especiales de aptitud para el electorado 
y la elegibiliclacl, regulados en el dia por los 
titulas II y III del decreto ele 2 de Febre­
ro de 1852, no poclrian requerirse para las 
funciones públicas, y especialmente para el 
simple ministerio ele los testigos instrumen­
tales. Por eso, sogun los términos ele la 
Constitucion ele 1848 Iart. 27), la ley clec­
tornl debia deter:llinar las causas que pue­
den primr á un ciu,!adano francés del elere­
cho de elegir y ser elegido. Se puede, pues, 
permanecer sienclo ciudadano francés ce­
sando ele ser elector (2). No hay, pues, que 

l. Debo obserrarao i:1obrc lodO", l.! que i:;e imponiu, á. Ios 
• sorvidores asalariados, lo8 cuales han recolm1do desde 

1848 la plenitud do aus. derechos político!!. 
2. No hay dnd:i sobre esto en <manto{, la elegibililla.tl, 

puesto que no c:ril:ite sino á los 25 años, y <1ne la cualidad 
de ciuc1adnno ~C' arlq1liere á lo~ 21 añ(t'l [dN•ret() ,fo 2 de 

preocuparse en lo concerniente á los testi­
gos instrumentales, ele las restricciones es­
peciales, mas ó menos graves, establecidas 
poi· las leyes electorales ( decreto ele 2 ele 
Febrero, tít. II y III). 

el 7V. Lo que hemos clicho. de la capacidad 
putativa del notario, Jebe aplicarse igual­
mente ú la capaciclacl putativa de los testi, 
gas. A:sí, cuando hayañ incurrido en uo:t 
condena ignorada de todos n quellos con 
quienes se hallaban en relacion, el error el~ 
las parles siendo in,·encible, no cleberiá 
ocasionar J,i nulidad del acta. El tribunal 
ele casacion so ha pronunciado en este sen­
ticlo (28 ele ,Julio ele 1831 y 24 d~ Julio ele 
1839). Pero el tribunal ele Aix ha avanzado 
demasiado al decidir, el 30 de Julio de 1838, 
que el error comun bastaba pam validar el 
acta ~ne hahia firmado como testigo un za• 
patero con patente . de edad menor de 21 
aiíos, que pasaba en el país por mayor. Es 
f,lcil hacerse presentar un eslracto de los 
registros del estado civil, y era un medio 
singular do comprobacion para un notario 
el referirse ~I rumor público sobre la exis• 
tencia ele una cualidad que podía averiguar­
se con tanta faciliclacl. Es l'.lecesario reco­
nocer, no obstante, que la cuestion de si 
ht,bo etror in-rencible induce una aprecia­
cion ele pmo hecho, qne no es susceptible 
do re-risarse por el tribunal de casacion 
(sent. den. ele 24 de Julio de 1839 y de 4 
de Febrero ele 1850). 

480. La segunda condicion ele capacídad 
que se requiere tí los testigos, sobre la cual 
no puede haber equivocacion porque es en­
teramente de hecho, es la que consiste err 
que sepan firmar. La ordenanza de Blois 
ele 1579 (art. 166) quería que en las ciuda­
des y pueblos graneles concurriese un tes• 
ligo que supiese firmar, pero solamente en 
los casos en que las partes no firmasen por 
sí mismas. Hallándose mucho mas divulga• 
do en. el clia entre nosotros el uso ele la es• 
criturn; la ley de Ventoso quiso que en to• 

Fcbrl.'ro de l.W5:l, o.rb, 12 \' 26~. Obsorvamo~ ademii:f 
quo el derecho etc formar iíurte~de la guardia. uaoional, 
considerado por el Código penal [arts. :J4 y 501 como 
una especie do derecho cívico, no pneclo ejercerse actual· 
mente sino á los 25 a.fioit, ~r¡:nm lol'I t~rminos clP\ decreto 
ele Hl el(>- Enern de lR.12. 
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clos los casos fuesen capaces ele firmar dos 
testigos, pero existe una tolerancia análoga 
,í la ordenanza ele Blois en mmnto á los tes­
tamentos auténticos, para los cuales se exi­
ge grau número de testigos. El art. 974 del 
Código Napoleon se contenta con !ti firma 
<le la mitad de los tesligoR en el campo. En 
el día, lo mismo que en otro tiempo, los tri­
bunales tienen un poder discrecional para 
apreciar, segun la íiuporlancia ele la pobla­
cioD, si debe ó no considerarse como per­
teneciente al campo (sent. den. ele 10 ele Ju­
nio de 18±7 y 10 ele Marzo ele 1829. 

481. En teroer lugar, deben estar domi­
ciliados los testigos en el distrito comunal 
donde se autorizó el acta, porque las gen­
tes del país son tambien mas ,í propósito 
para reconocer la 'l'eraciclacl ele las declara­
ciones hechas por las partes, y es asimis­
mo mas fácil volver ,í encontmr á dichas 
gentes cuando se necesite invocar su testi­
monio, 

482. El mismo gmdo ele parentesco 'de 
consanguinidad ó de afinidad que no debe 
existir entre las parles y el notario, no de­
be existir tampoco entre el notario y los 
testigos, ni entre éstos y una de las partes 
contratantes (ley de Vent., art. 8). Pero no 
hay ningun motivo formal para prohibir á 
clos parientes que presten testimonio jun­
tos. "Nihil n9cet ex una domo piures tes­
tes alieno negotio adhiberi." (V. Inst., §. 8 
De test. ordin.). 

Los testigos no deben tampoco (mt. 8 
cit.) ser escribientes ó servidores ele! nota­
rio. Pero el simple hecho de haber esten­
dido un:. persona copias para uu notario, 
cuando no está adscrita tÍ su servicio habi­
tual, no es bastante para que se le conside­
re como escribiente de éste (sent. deneg. 
de 5 ele F'ébrern ele 1829 y de 10 de Abril 
de 1855). De otra suerte seria, si las rela­
-0iones entre uno y otro fuesen permanen• 
tes, toclo segun la apreciacion ele los jueces 
del hecho (sent. deneg. cle·25 de Enero ele 
1858). 

Hemos terminado lo concérciente á las 
personas cuyo ministerio d:i la autenticid~cl 
al acta otorgada ,por ante notario. Hable-

mos ahora ele las formalidades materiales 
qne se requieren pam la validez intrinseca 
ele esh, acta. 

483. I(n ella debo enumemrse (ley ele 
Ventoso, ar!. 12) el lugar, el aí'ío y el clia 
donde se antoriz6; lo cual se llama la data, 
de la palabrn clcdur,1, que se usa eu el esti­
lo latino de la oanoi)lerfa ele la Santa Sede 
pam indicar qoo lri pieza ú documento se 
ha e]J)iticlo á tnl época. No se habla del mes, 
que no obstante, Úo es posible omitir en el 
fondo, quizá para impedir que se anule una 
neta dataila con relaeion ti una festividad 
cuya fecha fuera fácil comprobar, por ejem­
plo, la ú,pm, ele Tocios Santos. La orde­
nanza de Blois c¡ucria además (art.167) que 
se indicase si so habitt otorgado el acta an­
tes ú clespues del medio dia. Esta meucion, 
que no se exige ya, tenia cutonces una gran 
importancia, puesto que era esencial con­
signar exactamente la fecha clo las actas 
autorizadas por notario que constituian hi­
poteca, contando clescle esta fecha. En el 
dia puede ser útil para establecer la prefe­
rencia entre dos compradores.que hubieran 
comprado el mismo inmueble en el mismq 
dia, ele la misma persoM, sin qne ni 11110 ni 
otro hubiera hecho verificar la inscrlpcion; 
ó entre dos comprado1·es ele efectos mue­
bles, ninguno ele los cuales hubiera siclo 
puesto en posesion efecli-ra de los objetos 
-rendidos. 

La misma ordenanza exigía (art. cit.) que 
se mencionara la casa en que se autorizó 
el acta, esto es, lo que Dnmoulin llama el 
locus ,·ei. La ley ele ventoso habla simple­
mente del lugar, por el cual se entiende ele 
ordinario el distrito <loncle actúa el notario. 
Se ha qnericlo solamente consignar, como 
ya hemos acl,ertido, quo actu6 dentro ele 
los límites ele su distrito. Así el tribunal de 
Riom ha decidido el 18 ele Mayo de 1811, 
conforme con muchas sentencias anteriores 
de diversos tribunales, que la mcncion ele! 
locus reino es indispensable, pero puede ser 
útil para el caso en quo se atacase el nctíl 
ó escritura, reclarguyénelola ele falsa. 

484. Requiérose asimismo la men~ion ele 
los nombres y morada de los testigos (ibid.) 

1 
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porque es preciso que pueela encontrárse­
las en caso necesario. Por otra parte, esta 
os la mejor garantía de que el notario re­
currirá á testigos elomiciliaelos, puesto que 
de otra suerte ;;e veria en la alternatirn ele 
hacer una acta nula, 6 de cometer una fal­
seelnel. Es verdad que se ha pretenelido quo 
las prescripciones ele lii ley de Y cntoso so­
bre la mencion do hl morada ele los testigos 
han siclo virtualmente abrogadas por la ley 
interpretati,a ele 18J3 (núm. 476), que no 
exige ya la presencia efectiva ele los testi­
gos; pero aun cuando esta nulidad fuese con­
traria al espíritu ele la ley de 184.3, hubiera 
siclo necesario que esta ley hubiese conte­
nido una clisposiciou terminante para abo• 
!ir una disposicion formal de la legislacion 
eobro el notariado (Nimes, 22 de .Abril de 
1857). 

RespeJto del notario, dándole Ít conocer 
suficientemente su firma, no es sustancial 
la insercion ele sus nombres y el lugar de 
~u residencia, en el cuerpo lle] acta. En 
cuanto ,¡ las partes, clebeu ser designadas 
clammente; de lo contrario, el escrito seria 
_de hecho insuficiente como prueba. Pero 
no tiene impmtancia la iuclicacion ele su 
rJsiclcncia, puesto que la competencia del 
escribano no es personal, sino territorial. 
Finalmente, la regla que prescribe al nota­
rio (ibicl., art. 11) cuando no conoce á las 
·partes, que haga atestiguar sus nombres, 
estado y residencia por dos ciueladanos que 
tengan las cualidades requericfas para los 
testigos instrumentales, se refiere á la res­
ponsabilicln.cl del notario e;1 cuanto á la 
identidad ele las partes, pero de ningun mo­
do eu cuanto ,\ la vnlielez del acta en sí 
misma, 

485. Hasta la ordenanza ele 1560 (artí­
culo 84) no so exigía la firma ele las partes 
ª'.m cuando snpiesou firmar. Estando poc; 
chYU]gaclo en la Edad Media el conocimien­
to ele la oscri tura (1), era raro el caso ele 
que las ~artes supieran escribir, por lo que 
no se cmdaron ele tal caso. La clecision ele 

l. Vé.:.e por cartas pntentes de Mo.yo d• J'l!".:'.l qu, esta é b' " v,JO, i: en C _poca: no i-in 1endo finno.r mucllos miembros del 
<.i onsoJo mrnmo del rey, bastaba qnc finnMen tres per­
~ºJ,!18 pre8entcs, contentándose los dcmá!i con poner Ell.1'1 
~e o~ en las actas del ConsP.jO. 

Ct\rlos IX fué provocada por el número de 
falsill.cnciones que habitt ocasionado en el 
siglo XH esta gran latitud que se dejó <. 
les notarios. De la legislacion ele esta épo­
ca, ile la que, ,í inspiraejon del canciller 
L'Hopital, se Yerificaron tau importanies 
reformas, fné ele donde nos provino la obli­
gacion (ley ele Yeut., art. XIY) ele hacer 
firmar ,í !ns partes, si sabían hacerlo, y de 
hacer mencion ele sus firmas, 6 por lo me­
nos, si no podían firmar, tle hacer mencio11 
de esta imposibilidad. Ya hemos hecho ob­
sermr cuán conveniente es la necesidad ele 
esta mencion, agrayanclo la responsabilidad 
del oficial que contraviniera á la ley, Acle­
más, en materia ele testamentos, es tau im­
portante la firma, que so exige cuando fa!, 
ta menciou espresa, no solamente ele la cle­
claracion de que el te¡;taclor no puede fir. 
mar, sino tambien ele la causa que le impi­
da hacerlo (C6cl. Nap., art. 973). 

La reght ele que las partes deben lirmar 
no es, por lo clem,\s, aplicable ,í todas las 
actas auténticas. Cuando el legislatlor au­
toriza pltm y simplemente tí uu oficial ptmt 
hace1· ,m acto de su ministerio, se presumo 
que tieue pouer <le sus clienles, mientras 
no se pruebe lo contrario. Tal es hl pnk 
tica constante relati,-amente á los pro.cnm­
dores. No se exige la firma ele las parles 
respecto á ellos si no es escepcionalmente, 
por ejemplo, pam el neta ele impedimento 
,\ un matrimonio (Código Napoleon ai-tíc,t• 
lo 661, 

En cuauto ,.í los testigos, es siempre pre, 
ciso que firmen, salYo la escepcion que he­
mos inclic~clo respecto de los testamentos 
(núm. 480), y que se mencione su firma, 6 
bien, en caso do escepcion, la imposibili­
da<l en que se L,¡;Jlan ele firmar (ley ele Ven­
toso, nrt. 14). Dna sentencia lle casacioli 
del lG de Julio de 1833 ha decidido, que 
am, por el antigno clerecho, se prescribía 
bajo ponn ele nuliclacl, la mencion ele.la fir. 
ma, tanto ele las partes, coino. ele los tes­
tigos. 

Por último, es e,·ícleutemente esencial la 
firma del notario mismo, pues es la que em­
peña su responsabilidad, dando ni escrito 
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el carácter de :mtenticielacl que es inheren­
te ,\ la notorieclael ele esta firma. Por sen­
tencia denegatoria ele 12 ele ~Noviembre ele 
1807, se ha decidido, en su consecÜeucia, 
que una acta ó escritura,, la que falta esta 
formaliihicl esencial, no es acreedora al cle­
rccho ele registro. La necesidad ele la firma 
tlel notario 1>0 se ha establee.ido sino en los 
tiempos modernos. No siendo eu su orígen 
estos oficiales mas que los 1,edactores do 
!as actas (uúms. ±61 y 462), las partes po­
nían en éstas ~us sellos, y no habia ntesta­
cion de lii presencia del red:wtor que 1io te­
nia car,foler oficial (1), pero los pecheros, 
c¡ne no teuian sellos, tlebi3.n otorgar sus 
aclncJ aute un oficial público (Beaumanoir, 
éap. XXXI, S· 22), y desde entonces llegó 
,¡ ser muy útil clar carácter ele oficial públi­
co al redactor ele una acta. Los notarios 
tmicron, pues, un sello, que debió ponerse 
en las escrituras, segun ltt Ordenanza ele 
Julio ele 1304. Finalmente, se fné introdu­
cicl](lo poco tÍ poco la, firma del notario en 
la práctica, pero no llegó tí ser obligatoria 
sino desde la Ordenanza de 1535; ni aun se 
obsen6 generalmente es{n regla hasta des­
pue.s ele haberse reproclucido por la Orde­
nanza de 1560; siendo hast,i entonces el 
sello entro nosotros, como juzgó el tribu­
nal ele Tolosa, el 10 ile 1\Iayo de 1838, lo 
c¡uo fuó antiguamente en Roma, una gar¡¡n­
tía de la veracidad del acta ó escritum. En 
el dia, cada notario debe tener t:imbien su 
sello particular (ley de Veut., art. 27), pero 
ya verémos que la fijacion de este sello no 
es tampoco necesaria como formalitlacl cs­

trinseca. 

falaz, no o.gramria en nada la penalidad en 
que se hubiera incurrido por el solo hecho 
ele ser la firma falsa. • 

486. Pai;,~ que las actas ó escriturns otor-
gaclas por el notario tengan el carácter ele 
estabilidad que las elistingue especialmente 
ele las actas 6 escrituras privadas, es pre­
ciso que el notario sea su ·aepositario. De 
aquí la obligacion ele conservar minuta ú 
original y de no entr~gar !Í la$ partes mas 
que copias. Pero ¿qué debe entenderse por 
esta obligacion, y ,i qué actos 6 escrituras 
es aplicable? 

La letra del artículo 14 de la ley del año 
XI prescribía tambien la mencibu de la fir. 
ma del notario; pero el Consejo de Estado 
reconoció ( clictámen ele 20 de Junio de 1810) 
que esta meneion es enteramente supera­
bundante. Hi Ju firma del notario es verda­
dera la mericiou ele csb firma es enteramen­
te imilil; si no es venladera, lmy en este 
mero hecho falsedad caraclerizacla, y la so• 
guncla falsedad, que contendría la mencion 

l. Infinita pene yidi at:til¡ua. iu~tnnnentn., dice Boi• 
cenu [Prefacio,~- 3), "<1,uoo nullo tabeliouis signo, sed 
.rnla citju¡;,d~m antiqni sigi.:li eppemione munita- erant.'' 

Si se tomara ,¡ la letrn b ospresion de 
conseri-a,· minuta que usa la ley sabre el no­
tariado, se creería que el notario, no sola­
mente debe estencler, sino conserrnr en su 
estud;o, bajo pena ele nulidad, el original 
mismo ,lel acta. Así lo decidió el tribunal 
de Basfü1, en un caso en qne se había es­
tmviado momentt\neamente mia minuta del 
contrato ele matrimonio, que se volvió,, en­
contrar clespues. Semejante eloctrina seria 
sumamente peligrosa pam los interesados, 
cuyos derechos esbvieron espuestos ti per­
cler~e sin falta al6'l1na imputable ,:\.los mis­
mos, por negligencia del oficial público. 
Afortunadamente, la ley ele Ventoso no tie­
ne tan estremacla trascendencia. Debe dis­
tinguirse la obligacion ele consci"l:a,· minuta, 
es elecir, ele redactar una minuta destinada 
á permanecer en posesion del notario, pres­
crita en efeoto bajo pena do nnliclad, por 
los artículos 20 y 68 combinados, y la obli­
gacion ele ne desapoderarse ele la minuta, es­
tablecida por el art. 22, que no es mas que 
una prescripcion disciplinaria. Así, fa sen­
hmcia del tribunal de Baslia fué anulada e\ 
6 ele Diciembre ele 1852. 

La prescripciou misma ele hi redaccion 
en minuta, no se introdujo sino lentamente 
ou la antigua jurisprmlencia, y tan solo parn 
ciertas ,ictas 6 escrituras de mas importan­
cia. Rijo la ley de Yentoso (art. 20), llegó 
,¡ ser regla la obligacion de conservar mi­
nuta, csccptu~ncloso únicamente (art. cit.) 
los certificaclos ele vida, procuraciones, ac­
tas ele noto1·ieclad, finiquitos ~e arriendos, 
alquileres, salarios, atrasos ele pensioúes y 


